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Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo justicia XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN
RL

De: alejandro ayala <alejo.j.ayala@gmail.com>
Enviado: martes, 27 de junio de 2023 14:15
Para: carlos ramirez <crdelc2009@hotmail.com>; Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>; manuel27ayala <manuel27ayala@hotmail.com>
Asunto: RADICADO: 11 001 33 35 022 2023 00156 00. ASUNTO: RESPUESTA A LA DEMANDA.
 
SEÑORES.
JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ.
SECCIÓN SEGUNDA.
BOGOTA D.C.

PROCESO:                  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO.
DEMANDANTE:           COLPENSIONES
DEMANDADO              CARLOS AUGUSTO RAMÍREZ DEL CASTILLO Y COLFONDOS
RADICADO                  11 001 33 35 022 2023 00156 00.
CONTROVERSIA:        LESIVIDAD – PENSIÓN DE VEJEZ.
 
ASUNTO:                    RESPUESTA A LA DEMANDA.
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ALEJANDRO JULIÁN AYALA TORO, abogado en ejercicio, identificado como aparece al pie de mi firma, actuando
en nombre y representación del señor CARLOS AUGUSTO RAMÍREZ DEL CASTILLO, conforme al poder especial
que adjunto, se dirige al Despacho, para lo del asunto, para tal efecto en el archivo adjunto encontrarán  los
siguientes documentos:

1.       Escrito de respuesta a la demanda.
2.       Poder especial.
3.       Respuesta dada por Colfondos del 13 de marzo de 2018;
4.       Derecho de petición a Colpensiones peticionando aplicación de la SU 062;
5.       Respuesta de Colpensiones del 24 de mayo de 2018, mediante la cual se acepta el traslado solicitado.
6.       Respuesta del señor Carlos Ramírez a Colpensiones del 15 de noviembre del 2022, mediante la cual no se
autoriza la revocatoria de la pensión de vejez.
7.       Resolución Sub 343968 del 16 de diciembre del 2022, mediante la cual se ordena enviar el trámite judicial
para demandar la nulidad de la pensión.
8.             Recurso de reposición, subsidiario de apelación del 15 de enero de 2023 en contra la Resolución de la
Resolución Sub 343968 del 16 de diciembre del 2022.
9.             Resolución Sub 75528 del 17 de marzo de 2023, mediante el cual se confirma la resolución Sub 343968
del 16 de diciembre de 2022.
10.   Copia del Acto Administrativo mediante el cual el FONCEP de Bogotá, inició la vigencia del Sistema
General de Pensiones en el Distrito Capital. (1995)

Atentamente,

Alejandro Ayala Toro.
Apoderado parte demandada - CARLOS AUGUSTO RAMÍREZ DEL CASTILLO.
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Bogotá, 27 junio de 2023 
 
Señores  
JUZGADO 22 ADMINISTRATIVO DE BOGOTA 
BOGOTÁ D.C 
 
REFERENCIA:    ACCION DE LESIVIDAD 
DEMANDANTE: COLPENSIONES 
DEMANDADO  CARLOS AUGUSTO RAMIREZ DEL CASTILLO Y COLFONDOS 
RADICADO  11001333502220230015600 
 
ASUNTO  RESPUESTA A LA DEMANDA   
 
ALEJANDRO JULIAN AYALA TORO, abogado en ejercicio, identificado como aparece al pie de mi 
firma, actuando en nombre y representación del señor CARLOS AUGUSTO RAMIREZ DEL 
CASTILLO, conforme al poder especial que aparece en el expediente, se dirige al Despacho, para lo 
del asunto, en los términos que a continuación se expone: 
  
FRENTE A LOS HECHOS DE LA DEMANDA.  
 
PARA MEJOR PROVEER, A CONTINUACION SE TRANSCRIBIRÁ CADA HECHO DE LA 
DEMANDA, Y A CONTNUACION SE DARA LA RESPUESTA CORRESPONDIENTE: 
 
PRIMERO: “Mediante Resolución SUB 114523 del 13 de mayo de 2019, Colpensiones reconoce una 
pensión de VEJEZ a favor del señor CARLOS AGUSTO RAMIREZ DEL CASTILLO, identificado con 
CC No. 19.308.149, en cuantía de $5.417.331, para el año 2019, de conformidad con lo dispuesto por 
la Ley 797 de 2003, dejada en suspenso hasta acreditar el retiro definitivo del servicio”.  
 
RESPUESTA: SE ACEPTA.  
 
SEGUNDO: “Con resolución SUB 189278 del 18 de julio de 2019, COLPENSIONES reliquido y ordenó 
ingreso a nomina e la pensión de vejez, a partir del 1 de agosto de año 2019, en cuantía de $ 
5.426.425.  Respuesta;”   
 
RESPUESTA:  SE ACEPTA.  
 
TERCERO: “Mi representada realizó una verificación del expediente pensional y al consulta (sic) el 
aplicativo del El Sistema de Información de los Afiliados a las Administradoras de los Fondos de 
Pensión se observa que el señor CARLOS AGUSTO RAMIREZ DEL CASTILLO, identificado con CC 
No. 19.308.149, presentó un traslado el día 23 de mayo de 2018 del RAIS - AFP COLFONDOS a 
COLPENSIONES - RPM.”  
 
RESPUESTA:  SE ACEPTA.  
 
CUARTO: “Realizadas las validaciones sobre el traslado por SU 062 CC 19308149 CARLOS 
AUGUSTO RAMIREZ DEL CASTILLO, se identificó que el ciudadano no cumple con el requisito de 
750 semanas al 01/04/1994 que revisada la OBP refleja 720 semanas, que mediante la comunicación 
enviada 04 de agosto de 2022 y recibido el 06 agosto 2022 bajo la guía MT707865285CO, se le solicito 
que acreditara con documentos las 750 semanas, que pasado los 15 días el ciudadano dio respuesta 
informando que cumple con las semanas, ya que la entidad Contraloría es ente territorial, de acuerdo 
a la HL y cetil, se encuentra que la contraloría no es entidad territorial por lo cual el conteo es al 
01/04/1994 por las razones expuestas no cumple con las semanas para el traslado por SU, teniendo 
en cuenta lo anterior se solicitó a la Dirección de Prestaciones Económicas tome las medidas 
concernientes al interior de su proceso y realice el proceso de revocatoria del Acto Administrativo con 
consentimiento.”   
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RESPUESTA: NO SE ACEPTA, en el presente caso se evidencia, resaltando como ilegal e 
inconstitucional la interpretación que la Demandante Colpensiones hace, al considerar la existencia 
de una y única norma que fija el 1° de abril de 1994, como fecha límite para contabilizar los 15 años 
de labores del solicitante como pre requisito, para la aplicabilidad de la Sentencia SU – 062 de 2010;  
desconociendo Colpensiones, de tajo y sin ambages, lo normado en la última parte del Parágrafo del 
Articulo 151 de la Ley 100 de 1993, en el cual, se reitera que la fecha que debe tomarse en cuenta 
para todos los efectos relacionados con traslados al Régimen de Prima Media, de quienes fueron 
servidores Distritales o Territoriales, tal cual el caso presente, es el 30 de junio de 1995; 
desconociendo además Colpensiones para este efecto, lo normado en los Literales f) y g) del artículo 
13 de la ley 100 de 1993. 
 
Esta forma interpretativa de Colpensiones, debe resolverse dándosele aplicación al Artículo 53 de 
nuestra Constitución, en forma favorable al Demandado, dado que, en estos eventos, se debe acudir 
a la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho, que sean más favorables al 
trabajador. 
El Demandado es un hombre honesto, que para efectos pensionales, más bien fue objeto de engaño, 
e inducido en error por los Promotores adscritos a los Fondos Privados de Pensiones, los cuales, por 
su afán de vender afiliaciones al RAIS, le suministraron información mentirosa que a la postre 
generaron la adopción de decisiones viciadas.  Motivos por los cuales, a comienzos, y durante el año 
2018, y con fundamento en los trámites reglados de la doble asesoría, para el trámite de los traslados 
de afiliados en el Sistema General de Pensiones, (reglamentada por el Decreto 2071 de 2015 y la 
Circular Básica Jurídica de la Superintendencia Financiera de Colombia), el demandado, formuló 
petición de traslado ante Colfondos y ante Colpensiones, en defensa de sus derechos constitucionales 
y pensionales.   
Al respecto resulta pertinente mencionar y resaltar en el presente escrito que, a inicios del año 2018, 
mi representado peticionó ante Colfondos y ante Colpensiones, la nulidad de su afiliación al Régimen 
de Ahorro Individual con Solidaridad (RAIS), con la finalidad de que se le autorizara su traslado al 
Régimen de Prima Media con Prestación Definida; resaltándose que ambas entidades, respondieron 
negando la petición de nulidad solicitada.  Precisándose que no obstante la negativa de la nulidad 
expresada por Colfondos, fue esta entidad la que en forma escrita, en la respuesta a lo solicitado por 
el demandado (traslado a Colpensiones), según oficio fechado el 13 de marzo de 2018, la que expresó 
lo siguiente:  
        

“… nos permitimos comunicarle que el Fondo de Pensiones Obligatorias administrado por 
Colfondos S.A., no presentará objeción alguna en autorizar el traslado hacia Colpensiones, …   
 
“… Por lo anterior, y con el objeto de buscar una posible solución a fin de lograr el traslado del 
señor Carlos a Colpensiones, teniendo en cuenta que este proceso es masivo, es necesario 
que el afiliado radique nueva solicitud ante Colpensiones, adjunte carta notificando la vigencia 
del Sistema General de Pensiones en el respectivo nivel territorial al 30 de junio de 1995 y 
nos remita copia ante esta Administradora …” 

 
En razón de lo cual, esto es, siguiendo las instrucciones de Colfondos, que en su momento el aquí 
demandado solicitó que Colpensiones, por virtud de la sentencia SU-062 de 2010 y la Circular Básica 
Jurídica de la Superintendencia Financiera de Colombia,  admitiera su traslado de régimen pensional 
de Colfondos S.A. a Colpensiones;  solicitud ésta que fue aceptada de buena fe por Colpensiones y 
comunicada a Colfondos S.A. para los efectos relacionados con el correspondiente traslado de Aportes 
Pensionales del demandado a Colpensiones.  
 
Autorizado el traslado de régimen pensional solicitado, desapareció para el señor Ramírez del Castillo, 
la causa para demandar la nulidad de la afiliación al RAIS. 
 
En segundo lugar, y en consonancia con lo que antecede, también es pertinente resaltar para lo que 
corresponda, lo normado por la propia ley 100 de 1993, en el Parágrafo de su artículo 151, en el cual 
se lee:  “El Sistema General de Pensiones para los servidores públicos del nivel departamental, 
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municipal y distrital, entrará a regir a más tardar el 30 de junio de 1.995, en la fecha que así lo 
determine la respectiva autoridad gubernamental”.  Aunado a lo cual, también es importante que 
se tenga en cuenta, para lo que corresponda, que el Sistema General de Pensiones para los servidores 
públicos del Distrito Capital, entró a regir el 30 de junio de 1.995, tal cual se determinó mediante el 
Decreto N° 348 de 1995.  Por lo tanto, se debe resaltar además, y de manera especial, por ser 
pertinente, que el Demandado, se desempeñó también como servidor público distrital, en razón de lo 
cual y por virtud de la misma ley 100, adquirió el derecho a la contabilización de tiempos públicos, esto 
es, las 750 semanas, para optar al traslado de Régimen Pensional, cuya fecha límite fue establecida 
en el 30 de junio de 1995.  Suma de tiempos para el reconocimiento de las pensiones y prestaciones 
de ambos Regímenes pensionales, autorizada por lo normado en los literales  f) y g) del artículo 13 de 
la misma ley 100 de 1993, los cuales son del siguiente tenor:  

f. Para el reconocimiento de las pensiones y prestaciones contempladas en los dos regímenes, 
se tendrán en cuenta la suma de las semanas cotizadas con anterioridad a la vigencia de 
la presente ley, al Instituto de Seguros Sociales o a cualquier caja, fondo o entidad del sector 
público o privado, o el tiempo de servicio como servidores públicos, cualquiera sea el número 
de semanas cotizadas o el tiempo de servicio. (negrillas propias) 

g. Para el reconocimiento de las pensiones y prestaciones contempladas en los dos regímenes 
se tendrá en cuenta la suma de las semanas cotizadas a cualesquiera de ellos. 

De lo expuesto, se concluye que para el caso presente, debe considerarse y aplicarse por razones de 
favorabilidad constitucional (art 53 Superior) la última parte del parágrafo ya transcrito del Artículo 151 
de la Ley 100 de 1993, que expresa que:  “El Sistema General de Pensiones para los servidores 
públicos del nivel departamental, municipal y distrital, entrará a regir a más tardar el 30 de junio 
de 1.995, en la fecha que así lo determine la respectiva autoridad gubernamental”. 
 
Precisándose que la condición de empleado distrital para efectos pensionales, es un derecho adquirido 
del demandado, dado que fungió como servidor publico del Distrito Capital, con anterioridad a la 
entrada en vigencia de la ley 100 de 1993, en los especiales términos de la Superintendencia 
Financiera de Colombia, al preceptuar que para contabilizar los tiempos laborados como servidores 
públicos, para los efectos del traslado de régimen del RAIS al RPM, se debe dar aplicación a lo que 
sobre este tema, se determinó en el Capítulo Primero, Título IV numeral 11.3, de la CIRCULAR 
BASICA JURIDICA, en la cual la máxima Entidad reguladora de las administradoras pensionales en 
Colombia, RESALTÓ:   “Téngase en cuenta que la fecha de entrada en vigencia del Sistema 
General de Pensiones en el nivel territorial debía ser determinada por la autoridad competente, 
sin exceder del 30 de junio de 1995”. 
 
Y todo esto porque el PARÁGRAFO del artículo 151 de la ley 100 de 1993, así lo dispone. 
 
QUINTO: “De conformidad con las pruebas que obran en el expediente, el señor, CARLOS AGUSTO 
RAMIREZ DEL CASTILLO, identificado con CC No. 19.308.149, se encuentra efectivamente vinculado 
al Fondo de Pensiones Privado – ADMINISTRADORA DE FONDOS COLFONDOS.”  
 
RESPUESTA: NO SE ACEPTA, no le asiste la razón a la Demandante, porque tal y como la misma 
demandante lo confiesa en el hecho TERCERO, al Demandado le fue autorizado su traslado a 
Colpensiones, decisión ésta que goza de presunción de legalidad, fundada en el Parágrafo transcrito 
del artículo 151 de la Ley 100 de 1993, los literales f y g del artículo 13 de la ley 100 de 1993, el aparte 
transcrito de la Circular Básica Jurídica de la Superintendencia Financiera de la Colombia;  razón por 
la cual la afiliación  del demandado a Colpensiones es un hecho incontrovertible.  
 
SEXTO: “En virtud de lo anteriormente expuesto, Colpensiones, NO ERA COMPETENTE para atender 
la solicitud de reconocimiento pensional, lo cual desencadena que mi representada, no tenga vocación 
para continuar asumiendo el reconocimiento pensional que es de competencia de la AFP 
COLFONDOS.”    



ALEJANDRO AYALA TORO 

Abogado U de M. 
Derecho Administrativo, Derecho Laboral, Derecho de la Seguridad Social. Derechos Humanos y Derecho 

Internacional Humanitario. 
 

Edificio Torre Nuevo Centro la Alpujarra Cra 55 Nº 40 A – 20, oficina Nº 1012 Medellín  

Teléfono: 6044297315    Celular 310 403 91 32    Correo electrónico: alejo.j.ayala@gmail.com      

4 

RESPUESTA: NO SE ACEPTA, en el orden de ideas plasmado en la respuesta al hecho que 
antecede, el cumplimiento de todos los requisitos legales para acceder a la pensión de vejez del 
demandado, legitiman la competencia de Colpensiones para la expedición de las Resoluciones SUB 
114523 del 13 de mayo de 2019, y No SUB 189278 del 18 de julio de 2019.  
 
SEPTIMO: De conformidad con las pruebas que obran en el expediente, el señor, CARLOS AGUSTO 
RAMIREZ DEL CASTILLO, identificado con CC No. 19.308.149, se encuentra efectivamente vinculado 
al Fondo de Pensiones Privado – ADMINISTRADORA DE FONDOS COLFONDOS.” (nota: este 
hecho es igual en su contenido, al hecho QUINTO).   
 
RESPUESTA: NO SE ACEPTA, y se reitera la respuesta dada al hecho QUINTO.  
 
OCTAVO: De lo narrado, se concluye que el reconocimiento pensional mediante las Resoluciones 
SUB 114523 del 13 de mayo de 2019, y No SUB 189278 del 18 de julio de 2019, no se ajusta a 
derecho, dado que no se tuvo en cuenta que el señor CARLOS AGUSTO RAMIREZ DEL CASTILLO, 
identificado con CC No. 19.308.149, se encuentra efectivamente vinculado al Fondo de Pensiones 
Privado – ADMINISTRADORA DE FONDOS COLFONDOS, siendo esta la encargada del 
reconocimiento pensional, causando un detrimento económico al Régimen de ahorro individual.   
 
RESPUESTA: NO SE ACEPTA; ME ATENGO A LO QUE SE PRUEBE; pero se precisa que la 
expedición de las resoluciones SUB 114523 del 13 de mayo de 2019, y No SUB 189278 del 18 de julio 
de 2019, está legitimada conforme a la respuesta ya dada al hecho QUINTO de esta demanda. 
 
NOVENO: En virtud de lo anterior, a través de Auto de Pruebas APSUB 2491 del 10 de octubre de 
2022, por medio del cual se solicitó al señor CARLOS AGUSTO RAMIREZ DEL CASTILLO, 
identificado con CC No. 19.308.149, consentimiento para revocar las Resoluciones SUB 114523 del 
13 de mayo de 2019, y No SUB 189278 del 18 de julio de 2019, por cuanto los señalados actos 
administrativos se encuentran incursos en la causal de revocación establecida el numeral 1º del 
Artículo 93 de la Ley 1437 de 2011.   
 
RESPUESTA: NO SE ACEPTA lo expresado por la demandante en la última parte de este hecho que 
dice: “ los señalados actos administrativos se encuentran incursos en la causal de revocación 
establecida en el numeral 1º del Artículo 93 de la Ley 1437 de 2011.”… pero se acepta que la 
Demandante solicitó su consentimiento al demandante para revocar las Resoluciones SUB 114523 
del 13 de mayo de 2019, y No SUB 189278 del 18 de julio de 2019;  pero no obstante lo cual, el 
consentimiento peticionado por la demandante al demandado, no le fue dado a la demandante, por 
las razones expuestas relacionadas con las respuestas de los hechos que anteceden. 
No es cierto que los señalados actos administrativos se encuentran incursos en la causal de 
revocación establecida el numeral 1º del Artículo 93 de la Ley 1437 de 2011, por las siguientes 
razones:  
Se lee en el art 93 de la ley 1437 lo siguiente:  

ARTÍCULO 93. CAUSALES DE REVOCACIÓN. Los actos administrativos deberán ser 
revocados por las mismas autoridades que los hayan expedido o por sus inmediatos 
superiores jerárquicos o funcionales, de oficio o a solicitud de parte, en cualquiera de los 
siguientes casos: 

1. Cuando sea manifiesta su oposición a la Constitución Política o a la ley. 

2. Cuando no estén conformes con el interés público o social, o atenten contra él. 

3. Cuando con ellos se cause agravio injustificado a una persona. 

De lo transcrito, se observa que la demandante funda su análisis en el numeral 1°, esto es, “Cuando 
sea manifiesta su oposición a la Constitución Política o a la ley.”, como causal para revocar actos 
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administrativos, causal que para el caso presente, francamente no existe, conforme a las explicaciones 
ya dadas. Y muy por el contrario, lo que si existe son normas de contenido legal (parágrafo del art 151 
ley 100) y constitucional (art 53 de la Constitucion), que la Demandante ha desconocido su existencia, 
tal cual como se ha demostrado a lo largo de este escrito.   

DECIMO: El señor CARLOS AGUSTO RAMIREZ DEL CASTILLO, no otorgo respuesta a lo solicitado 
con el auto de pruebas APSUB 2491 del 10 de octubre de 2022.   
 
RESPUESTA: NO SE ACEPTA, el requerimiento solicitado mediante AUTO DE PRUEBAS APSUB 
2491 del 10 de octubre de 2022, fue respondido mediante carta escrita la cual fue radicada con el No 
2022_16679546 del 15 de noviembre del 2022.   
 
DECIMO PRIMERO: Colpensiones desata el auto de pruebas APSUB 2491 del 10 de octubre de 2022, 
remitiendo el presente acto administrativo a la Dirección de Procesos Judiciales, para que inicie las 
acciones pertinentes.   
 
RESPUESTA:  ME ATENGO A LO QUE SE PRUEBE.    
 
 

FRENTE A LOS FUNDAMENTOS DE DERECHO, NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE SU 
VIOLACIÓN. 

 
No le asiste la razón a la Entidad Demandante. 
 
Con la Hoja de vida de mi representado se demuestra que se está en presencia de un hombre honesto, 
que para efectos pensionales, más bien fue objeto víctima de engaño, e inducido en error por los 
Promotores adscritos a los Fondos Privados de Pensiones, los cuales, por su afán de vender 
afiliaciones al RAIS,  le suministraron información mentirosa que a la postre solo posibilitaron la 
adopción de decisiones viciadas; motivos por los cuales, a comienzos, y durante el año 2018, y con 
fundamento en los trámites reglados de la doble asesoría, para el trámite de los traslados de afiliados 
en el Sistema General de Pensiones, reglamentada por el Decreto 2071 de 2015 y la Circular Básica 
Jurídica de la Superintendencia Financiera de Colombia. Razón por la cual, resulta desatinado predicar 
por parte de la Demandante, la presunta ocurrencia o existencia de “hechos ilícitos o fraudulentos” del 
demandando, para la expedición de los actos administrativos que la propia demandante ataca, por 
falta de competencia.  
De las pruebas allegadas al expediente, lo primero que se puede concluir es que el aquí demandado 
jamás ha obrado con mala fe, la cual no puede ser presumida; siendo de cargo quien la parte 
Demandante, su prueba.  Como consecuencia, es importante resaltar que el demandado para la 
expedición del acto de reconocimiento de su pensión, jamás ha incurrido en hechos ilícitos ni 
fraudulentos, se reitera.  
Al respecto resulta pertinente mencionar y resaltar que, a inicios del año 2018, mi representado 
peticionó ante Colfondos y ante Colpensiones, la nulidad de su afiliación al Régimen de Ahorro 
Individual con Solidaridad (RAIS), con la finalidad de que se le autorizara su traslado al Régimen de 
Prima Media con Prestación Definida; resaltándose que ambas entidades, respondieron negando la 
petición de nulidad solicitada.  Aclarando, que no obstante la negativa de nulidad expresada por 
Colfondos, fue esta entidad la que en forma escrita, en la respuesta a lo solicitado por el demandado 
(traslado a Colpensiones), según oficio fechado el 13 de marzo de 2018, la que expresó lo siguiente:         

“… nos permitimos comunicarle que el Fondo de Pensiones Obligatorias administrado por 
Colfondos S.A., no presentará objeción alguna en autorizar el traslado hacia Colpensiones, …   
 
Por lo anterior, y con el objeto de buscar una posible solución a fin de lograr el traslado del 
señor Carlos a Colpensiones, teniendo en cuenta que este proceso es masivo, es necesario 
que el afiliado radique nueva solicitud ante Colpensiones, adjunte carta notificando la vigencia 
del Sistema General de Pensiones en el respectivo nivel territorial al 30 de junio de 1995 y 
nos remita copia ante esta Administradora …” 
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En razón de lo cual, esto es, siguiendo las instrucciones de Colfondos, que en su momento el aquí 
demandado solicitó que Colpensiones, por virtud de la sentencia SU-062 de 2010 y la Circular Básica 
Jurídica de la Superintendencia Financiera de Colombia,  admitiera el traslado de régimen pensional 
del suscrito de Colfondos S.A. a Colpensiones;  solicitud ésta que fue aceptada de buena fe por 
Colpensiones y comunicada a Colfondos S.A. para los efectos relacionados con el correspondiente 
traslado de Aportes Pensionales del suscrito a Colpensiones.  
 
Autorizado el traslado de régimen pensional solicitado, desapareció para el señor Ramírez del Castillo, 
la causa para demandar la nulidad de la afiliación al RAIS. 
 
En segundo lugar, y en consonancia con lo que antecede, también es pertinente resaltar para lo que 
corresponda, lo normado por la propia ley 100 de 1993, en el Parágrafo de su artículo 151, en el cual 
se lee:  “El Sistema General de Pensiones para los servidores públicos del nivel departamental, 
municipal y distrital, entrará a regir a más tardar el 30 de junio de 1.995, en la fecha que así lo 
determine la respectiva autoridad gubernamental”. 
 
Aunado a lo cual, también es importante que se tenga en cuenta, para lo que corresponda, que el 
Sistema General de Pensiones para los servidores públicos del Distrito Capital, entró a regir el 30 de 
junio de 1.995, tal cual se determinó mediante el Decreto N° 348 de 1995;  resaltándose además y de 
manera especial, que el Demandado pensionado, efectivamente se desempeñó también como 
servidor público distrital, en razón de lo cual y por virtud de la misma ley 100, adquirió el derecho a la 
contabilización de tiempos públicos, esto es, las 750 semanas, para optar al traslado de Régimen 
Pensional, cuya fecha límite fue establecida en el 30 de junio de 1995.   
 
Suma de tiempos para el reconocimiento de las pensiones y prestaciones de ambos Regímenes 
pensionales, autorizada por lo normado en los literales  f) y g) del artículo 13 de la misma ley 100 de 
1993, los cuales son del siguiente tenor:  

f. Para el reconocimiento de las pensiones y prestaciones contempladas en los dos regímenes, 
se tendrán en cuenta la suma de las semanas cotizadas con anterioridad a la vigencia de la 
presente ley, al Instituto de Seguros Sociales o a cualquier caja, fondo o entidad del sector 
público o privado, o el tiempo de servicio como servidores públicos, cualquiera sea el número 
de semanas cotizadas o el tiempo de servicio. 

g. Para el reconocimiento de las pensiones y prestaciones contempladas en los dos regímenes 
se tendrá en cuenta la suma de las semanas cotizadas a cualesquiera de ellos. 

De lo expuesto, se concluye que para el caso presente, debe considerarse y aplicarse por razones de 
favorabilidad constitucional (art 53 Superior) la última parte del parágrafo ya transcrito del Artículo 151 
de la Ley 100 de 1993, que expresa que:  “El Sistema General de Pensiones para los servidores 
públicos del nivel departamental, municipal y distrital, entrará a regir a más tardar el 30 de junio 
de 1.995, en la fecha que así lo determine la respectiva autoridad gubernamental”. 
 
Tal y como acertadamente lo tiene aceptado la propia Superintendencia Financiera de Colombia, al 
preceptuar que para contabilizar los tiempos laborados como servidores públicos, para los efectos del 
traslado de régimen del RAIS al RPM, se debe dar aplicación a lo que sobre este tema, se determinó 
en el Capítulo Primero, Título IV numeral 11.3, de la CIRCULAR BASICA JURIDICA, en la cual la 
máxima Entidad reguladora de las administradoras pensionales en Colombia, RESALTÓ:   “Téngase 
en cuenta que la fecha de entrada en vigencia del Sistema General de Pensiones en el nivel 
territorial debía ser determinada por la autoridad competente, sin exceder del 30 de junio de 
1995”. 
 
En síntesis, en el presente caso se evidencia, resaltando como ilegal e inconstitucional la 
interpretación que la Demandante Colpensiones hace, al considerar la existencia de una y única norma 
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que fija el 1° de abril de 1994, como fecha límite para contabilizar los 15 años de labores del solicitante, 
como pre requisito, para la aplicabilidad de la Sentencia SU – 062 de 2010;  desconociendo 
Colpensiones, de tajo y sin ambages, lo normado en la última parte del Parágrafo del Articulo 151 de 
la Ley 100 de 1993, en el cual, se reitera que la fecha que debe tomarse en cuenta para los efectos 
relacionados con traslados al Régimen de Prima Media, de quienes fueron servidores Distritales o 
Territoriales, tal cual es caso presente, es el 30 de junio de 1995; desconociendo además 
Colpensiones para este efecto, lo normado en los Literales f) y g) del artículo 13 de la ley 100 de 1993. 
 
La forma interpretativa de Colpensiones expuesta, errada desde luego, debe resolverse dándosele 
aplicación al mismo Artículo 53 de nuestra Constitución, en forma favorable al Demandado, dado que, 
en estos eventos, se debe acudir a la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho, 
que sean más favorables al trabajador.  
      
En estas condiciones, para el caso presente, no le era dable a Colpensiones, ni a ninguno de sus 
agentes, revocar el acto administrativo mediante el cual se reconoció la pensión de vejez que ostenta 
del señor Carlos Augusto Ramírez del Castillo.  
 

INEXISTENCIA DE ANTIJURICIDAD MATERIAL. 
 
El actuar del demandado, en la búsqueda por encontrar una respuesta afirmativa relacionada con su 
situación pensional desventajosa por información mentirosa recibida desde el instante mismo de su 
afiliación al RAIS, lo llevó a la formulación de solicitudes formales, basadas en normas 
Constitucionales y legales y precedentes judiciales existentes, que afirmaban sus derechos 
irrenunciables de Seguridad Social Pensional, no puede ser visto de forma muy simplista como un 
actuar ilegal o fraudulento, tal como lo concluyó la Demandante.  Lo actuado por el demandado, 
siempre se ha fundado en el hecho cierto e incontrovertible de la existencia de normas legales y 
constitucionales que lo amparaban en sus legítimas pretensiones pensionales, y además por haber 
sido servidor público de una Entidad Distrital, antes de la vigencia de la ley 100 de 1993; en razón de 
lo cual adquirió el derecho al conteo de tiempos públicos hasta el 30 de junio de 1995, para posibilitar 
su traslado al RPM administrado por Colpensiones. Y esto, además amparado por los literales f) y g) 
del artículo 13 de la mismísima ley 100 de 1993. Por esta potísima razón, el actuar del demandado no 
es ilegal ni fraudulento, como tampoco es ilegal o fraudulento el actuar de los Servidores Públicos de 
Colpensiones que en el año 2019, profirieron los actos acusados, como lo pretende hacer ver la 
Demandante.    
 
Por lo expuesto, no es cierto que los señalados actos administrativos se encuentran incursos en la 
causal de revocación establecida el numeral 1º del Artículo 93 de la Ley 1437 de 2011, esto es, 
“Cuando sea manifiesta su oposición a la Constitución Política o a la ley”, porque de todo lo dicho, se 
observa que para el caso presente, francamente no existe dicha causal, conforme a las explicaciones 
ya dadas. Y muy por el contrario, lo que si existe son normas de contenido legal (parágrafo del art 151 
ley 100) y constitucional (art 53 de la Constitución), que la Demandante ha desconocido su existencia, 
tal cual como se ha demostrado a lo largo de este escrito. 
 

COMPETENCIA DE COLPENSIONES PARA EXPEDICIÓN DE LOS ACTOS ACUSADOS 
 
Para la demandante, la norma que predica como violada, es el Artículo 42 del Decreto 1406 de 1999.   
 
Para acreditar la supuesta violación de la norma, se transcribe en forma literal de la demanda, el 
siguiente texto:   

 
“Norma violada  
Artículo 42 del Decreto 1406 de 1999, que dispuso: “El traslado de entidad administradora 
producirá efectos sólo a partir del primer día calendario del segundo mes siguiente a la fecha 
de presentación de la solicitud del traslado efectuada por el afiliado ante la nueva entidad 
administradora. La entidad administradora de la cual se retira el trabajador tendrá a su cargo 
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la prestación de los servicios y el reconocimiento de prestaciones hasta el día anterior a aquél 
en que surjan las obligaciones para la nueva entidad. (sic) 

Y a renglón seguido, en la demanda, la demandante consigna lo siguiente: 
“Resultado de la confrontación de la norma violada y el hecho Visto lo anterior, es 
evidente que la Demandada, no acreditó los requisitos legales para ser beneficiario de la 
pensión de vejez, que le fue reconocida con las Resoluciones SUB 114523 del 13 de mayo 
de 2019, y No SUB 189278 del 18 de julio de 2019, toda vez que Colpensiones carece de 
competencia para el reconocimiento de esta prestación si tenemos en cuenta que el señora 
CARLOS AGUSTO RAMIREZ DEL CASTILLO, se encontraba afiliado a un fondo privado que 
administra el RAIS, al momento de cumplir los requisitos para adquirir la prestación. Por lo 
cual el acto administrativo que reconoce pensión de vejez al señor CARLOS AGUSTO 
RAMIREZ DEL CASTILLO es contrario a derecho…” (sic) 

Pero al indagar el texto original del artículo 42 del Decreto 1406 de 1999, se lee lo siguiente:  
“ARTICULO 42. TRASLADO ENTRE ENTIDADES ADMINISTRADORAS. <Artículo 
compilado en el artículo 3.2.1.12 del Decreto Único Reglamentario 780 de 2016. Debe 
tenerse en cuenta lo dispuesto por el artículo 4.1.1 del mismo Decreto 780 de 2016> El 
traslado entre entidades administradoras estará sujeto al cumplimiento de los requisitos sobre 
permanencia en los regímenes y entidades administradoras que establecen las normas que 
reglamentan el Sistema.” 

 
De lo cual se infiere en primer lugar que existe confusión de la parte actora en los planteamientos 
normativos que invoca, que dificultan e impiden un análisis acertado de la situaciones concretas que 
expone; no obstante lo cual, se resalta que  contrario a lo expuesto sobre la “confrontación de la norma 
violada y el hecho”, es evidente que no le asiste la razón a la Demandante, porque el Parágrafo 
transcrito del artículo 151 de la Ley 100 de 1993, los literales f y g del artículo 13 de la ley 100 de 1993,  
el aparte transcrito de la Circular Básica Jurídica de la Superintendencia Financiera de la Colombia, el 
traslado de régimen que fue aceptado al demandado en el año 2018, del RAIS a Colpensiones, la 
afiliación a Colpensiones en 2018, los aportes pensionales pagados a Colpensiones, y el cumplimiento 
de todos los requisitos legales para acceder a la pensión de vejez, legitiman la competencia de 
Colpensiones para la expedición de las Resoluciones SUB 114523 del 13 de mayo de 2019, y No SUB 
189278 del 18 de julio de 2019; resaltándose que los pagos de las mesadas pensionales ya entregadas 
y las futuras pensiones que se causen hacia el futuro, a favor del DEMANDADO, están prevalidos y 
protegidos de presunción de legalidad.  
De todo expuesto, es legítimo y viable que se debe concluir, es que en el presente caso, no están 
dadas las condiciones, ni cumplidos los requisitos para que declare la Nulidad deprecada por la 
Demandante.  
Al respecto en Sentencia del CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN A Consejero ponente: WILLIAM 
HERNÁNDEZ GÓMEZ Bogotá, D.C., ocho (08) de marzo de dos mil dieciocho (2018) S.E. 030 
Radicación número: 76001-23-31-000-2010-01418-02(1818-17) Actor: EMPRESAS MUNICIPALES 
DE CALI –EMCALI, EICE, ESP; Demandado: EDGAR GUERRERO QUIJANO, expreso:  “… Es 
relevante señalar que sobre la vigencia de la Ley 100 de 1993 en materia pensional en el nivel 
territorial, el artículo 151 ibidem estableció que entraría a regir a partir del 30 de junio de 1995, en esas 
condiciones, solamente las situaciones particulares que se definieron con anticipación a esa fecha 
deben ser respetadas, … “  
Lo cual armonizándolo con la normado en la ley 100, art 13, para efectos del conteo de tiempos 
públicos para efectos pensionales de servidores territoriales o distritales, fue legítimo sumar tiempos 
laborados o semanas cotizadas en cualquier régimen pensional toda vez que la Ley 100 art 13, literales 
f) y g), así lo contemplan;  por lo tanto, la suma de los tiempos públicos laborados por el demandante 
antes el 30 de junio de 1995, superan las 750 semanas, que se requerían, para que el demandado 
pudiera ser beneficiario del traslado de Régimen Pensional concedido en 2018.      
Para mejor proveer, a continuación se transcriben los literales f y g del artículo 13 de la ley 100, así: 

f. Para el reconocimiento de las pensiones y prestaciones contempladas en los dos regímenes, 
se tendrán en cuenta la suma de las semanas cotizadas con anterioridad a la vigencia de la 

https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/decreto_0780_2016.htm#3.2.1.12
https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/decreto_0780_2016.htm#4.1.1
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presente ley, al Instituto de Seguros Sociales o a cualquier caja, fondo o entidad del sector 
público o privado, o el tiempo de servicio como servidores públicos, cualquiera sea el número 
de semanas cotizadas o el tiempo de servicio. 

g. Para el reconocimiento de las pensiones y prestaciones contempladas en los dos regímenes 
se tendrá en cuenta la suma de las semanas cotizadas a cualesquiera de ellos. 

Textos estos que además confirman que el actuar de quienes expidieron las Resoluciones atacadas, 
también fueron expedidos en legal forma.  

BUENA FE DEL DEMANDADO. 

Todo lo dicho en presente escrito corrobora que el demandado y quienes profirieron los actos 
acusados, siempre han actuado conforme a la ley y de buena fe. Lo contrario deberá probarlo la parte 
demandante.   

PRUEBAS:  

1. Poder especial. 
2. Respuesta dada por Colfondos del 13 de marzo de 2018;  
3. Derecho de petición a Colpensiones peticionando aplicación de la SU 062;  
4. Respuesta de Colpensiones del 24 de mayo de2018, mediante la cual se acepta el traslado 

solicitado.  
5. Respuesta del señor Carlos Ramírez a Colpensiones del 15 de noviembre del 2022, mediante la 

cual no se autoriza la revocatoria de la pensión de vejez.  
6. Resolución Sub 343968 del 16 de diciembre del 2022, mediante la cual se ordena enviar el trámite 

judicial para demandar la nulidad de la pensión. 
7. Recurso de reposición, subsidiario de apelación del 15 de enero de 2023 en contra la Resolución 

de la Resolución Sub 343968 del 16 de diciembre del 2022.  
8. Resolución Sub 75528 del 17 de marzo de 2023, mediante el cual se confirma la resolución Sub 

343968 del 16 de diciembre del 2022.  
9. Copia del Acto Administrativo mediante el cual el FONCEP de Bogotá, inició la vigencia del 

Sistema General de Pensiones en el Distrito Capital. (1995) 

 
FRENTE A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA: 

Con fundamento en las normas que protegen los derechos constitucionales y legales, pensionales del 
demandado, las pruebas y lo expuesto en el presente escrito, solicito al Despacho no acceder a las 
PRETENSIONES DE LA DEMANDA, incoadas por la parte actora.  

EXCEPCIONES. 

1. INEXISTENCIA DE CAUSA PARA DEMANDAR.  

2.  AUSENCIA DE ACTOS ILICITOS O FRAUDULENTOS PARA LA EXPEDICION DE LOS 
ACTOS ADMINISTRATIVOS DEMANDADOS 

3. BUENA FE DEL DAMADADO 

4. DERECHO ADQUIRIDO DEL DEMANDADO A SER PENSIONADO DE COLPENSIONES  

5. LA GENERICA. El Despacho declarará como probada toda aquella excepción que con 
fundamento en las pruebas y el derecho invocados, resulte probada su existencia.  
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DIRECCIONES 

PARTES:  LAS QUE APARECEN EN EL ESCRITO GENITOR 
 
APODERADO DEL DEMANDADO:  
 
CARRERA 55  N° 40 A – 20, OFICINA 1012 MEDELLÍN 
CORREO ELECTRONICO:  alejo.j.ayala@gmail.com  
CELULAR:  3104039132   
 
Atentamente, 

 

mailto:alejo.j.ayala@gmail.com





























































